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De frente a lo expuesto, halla la Sala, para decirlo de una vez, que las acciones de tutela se tornan improcedentes. Así se afirma, porque acorde con lo que señala el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, por medio del cual se reglamentó la acción de tutela, esta no puede abrirse paso “Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentre el solicitante.”

Y es que aquí se tiene que ni el coadyuvante, ni el actor popular, han solicitado al juez de la causa el traslado que aquel estima que debe correrse, en relación con los recursos de reposición que interpuso contra los proveídos que reprocha, que, valga acotarlo, se torna inviable, en la medida en que las acciones apenas comienzan y ningún sujeto distinto se ha vinculado a ellas. 

(…)
Por esa misma senda cae la suerte de la pretensión cuyo fin es que el juzgado demandado “consigne en derecho” por qué se ha negado sistemáticamente a no conceder el recurso de apelación, frente al auto que rechaza las acciones populares, habida consideración de que esa solicitud tampoco ha sido formulada ante el juez encartado.

Finalmente también es improcedente el amparo en lo que toca con la petición relacionada con la concesión de la alzada frente al auto que rechazó la demanda, cuando está claro que frente a esas decisiones los recursos impetrados resultaron extemporáneos ; omisión con la que se rompe la mentada regla de subsidiariedad  
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Acta N° 265 de julio 26 de 2018
  



Decide la Sala las acciones de tutela de la referencia propuestas por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito local, a la que fueron vinculados Uner Augusto Becerra Largo, la Procuraduría General de la Nación y la Defensoría del Pueblo regionales de Risaralda.
ANTECEDENTES

Javier Elías Arias Idárraga, quien actúa en su propio nombre, estas acciones de tutela contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito local, por la vulneración de los derechos fundamentales “13, 29, 83 CN, art 84 ley 472/98”, dentro del trámite de las acciones populares con radicados “2018-456”, “2018-459” y “2018-460”.
Aduce en ellas, que el despacho encartado no corre traslado de su reposición, olvidando que el Juzgado Tercero Civil del Circuito si corre el traslado.

Pidió, por tanto, que se ordene al juzgado (i) correr traslado inmediatamente de su reposición; (ii) “consignar en derecho” por qué se ha negado sistemáticamente a no conceder el recurso de apelación, frente al auto que rechaza las acciones populares y (iii) conceder la alzada frente al aludido auto. 

  



Se dispuso el trámite respectivo, del juzgado se solicitó copia de las diligencias relacionadas en el líbelo y se dispusieron las citadas vinculaciones. 
El Juzgado, dio cuenta de las acciones populares mencionadas por el demandante e hizo remisión de las copias solicitadas.

El Procurador Regional Risaralda, manifestó que la intervención de la agencia está orientada, como órgano de control, a la defensa de los derechos e intereses colectivos.  

  



CONSIDERACIONES
La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

 



Se acude en esta oportunidad en procura de los derechos arriba señalados, bajo la premisa, principalmente, de que el juzgado accionado no corre traslado de los recursos de reposición que interpuso contra los autos que rechazaron por competencia territorial las demandas en las que el aquí accionante funge como coadyuvante. Pero se deja entrever, también, porque el escrito inicial no es suficientemente claro, que la queja surge por el hecho de que el funcionario niega el recurso de apelación contra el auto de rechazo de las acciones populares. 
De frente a lo expuesto, halla la Sala, para decirlo de una vez, que las acciones de tutela se tornan improcedentes. Así se afirma, porque acorde con lo que señala el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, por medio del cual se reglamentó la acción de tutela, esta no puede abrirse paso “Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentre el solicitante.”





Y es que aquí se tiene que ni el coadyuvante, ni el actor popular, han solicitado al juez de la causa el traslado que aquel estima que debe correrse, en relación con los recursos de reposición que interpuso contra los proveídos que reprocha, que, valga acotarlo, se torna inviable, en la medida en que las acciones apenas comienzan y ningún sujeto distinto se ha vinculado a ellas. 

  



Así que solo a partir de que el funcionario se pronuncie, podría empezar a analizarse si su decisión lesiona algún derecho fundamental. Como no ha ocurrido de esa manera, es inviable que esta Corporación se anticipe a dicho criterio. 

  



Por esa misma senda cae la suerte de la pretensión cuyo fin es que el juzgado demandado “consigne en derecho” por qué se ha negado sistemáticamente a no conceder el recurso de apelación, frente al auto que rechaza las acciones populares, habida consideración de que esa solicitud tampoco ha sido formulada ante el juez encartado.





Finalmente también es improcedente el amparo en lo que toca con la petición relacionada con la concesión de la alzada frente al auto que rechazó la demanda, cuando está claro que frente a esas decisiones los recursos impetrados resultaron extemporáneos
; omisión con la que se rompe la mentada regla de subsidiariedad, que tiene su razón de ser, además, en que la acción de tutela no ha sido diseñada para revivir términos que han precluido sin un ejercicio adecuado de los mismos derechos con que cuenta el interesado en la protección, como tampoco se erige en una instancia adicional, que pueda remediar el silencio del afectado frente a los recursos que en su momento pudo interponer y no lo hizo, o dejó de cumplir las cargas procesales que le incumbían.

 



Y aún de haberse propuesto en oportunidad, es lo cierto que, como desde tiempo atrás lo viene sosteniendo esta Sala
, siguiendo de cerca la posición asumida por la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia
, de la Corte Constitucional
  y de otras Salas de este mismo Tribunal
, la apelación es viable solo contra el auto que decreta las medidas cautelares y la sentencia de primera instancia, es decir, que los casos son taxativos en la norma especial (art. 26, Ley 472 de 1998), por lo que no puede darse un alcance mayor, como admitirlo frente al auto de rechazo. A lo que se suma que contra el auto que declara la falta de competencia ningún recurso cabe (art. 139 CGP), precisamente, porque lo que puede venir de allí es un conflicto de esa naturaleza.  




Lo dicho trae como consecuencia la anunciada improcedibilidad de la acción. 

  



Se absolverá a los demás citados al asunto, por no hallarse de su parte vulneración alguna de los derechos invocados.

DECISIÓN

  



En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, DECLARA IMPROCEDENTES los amparos impetrados por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira.
Se absuelve a los demás vinculados al asunto.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

A su regreso, archívese el expediente. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  
       DUBERNEY GRISALES HERRERA 



 

� Para el efecto puede observarse la constancia secretarial inscrita en el folio visible en la página 12 de cada uno de los archivos digitales remitidos por el juzgado (CD, f. 13)


� Auto del 28 de julio de 2017, radicado 66682-31-13-001-2017-00681-01


� Sala de Casación Civil, auto del 8 de octubre de 2015, MP. Dr. Fernando Giraldo Gutiérrez, sentencia STC 13797-2015, expediente 2015-00422-01. Ver también sentencia de tutela del 13 de Julio de 2017 MP Luis Alonso Rico Puerta. Exp: 66001-22-13-000-2017-00506-01. Sentencia de tutela del 17 de marzo de 2017 MP. Luis Armando Tolosa Villabona. Exp: 66001-22-13-000-2017-00072-01.


� Corte Constitucional. Sentencia C-377 de 2002. MP Clara Inés Vargas Hernández.


� Providencias del 7 de noviembre de 2014, 14 de diciembre de 2015 y 15 de octubre de 2015, en su orden, con radicados 2014-00232-01, 2015-00060-01 y 2015-00590-01 (4 acumuladas), del 16 de octubre de 2015 con radicado 2015-00615-01 (2 acumuladas), del 10 de febrero de 2016 con radicado 2016-00031-01 (8 acumuladas) y del 9 de junio de 2016 con radicado 2016-00580-01, M.P. Duberney Grisales Herrera.
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